JURISPRUDENCIA

Concursos y quiebras. Extinción. Por fuerza mayor o falta de trabajo. Suspensión de las exportaciones de carne vacuna. Subsidios a empleados. Bustamante Cristian Osvaldo c/Quarter Land S.A. s/despido, C.N.A.T., Sala VII, 8/11/07.

En la ciudad de Buenos Aires, a los 8 días del mes de noviembre de 2007, para dictar sentencia en los autos: “Bustamante Cristian Osvaldo c/Quarter Land S.A. s/despido” se procede a votar en el siguiente orden:

La Dra. Estela Milagros Frerreirós dijo: 

I. A fs. 15/21 se presenta el actor e inicia demanda contra “Quarter Land S.A.” en procura del cobro de unos salarios e indemnizaciones a los que se considera acreedor.

Describe las características y circunstancias en que se desarrolló el vínculo.

Explica que fue suspendido mediante invocación de fuerza mayor; lo que genera el intercambio telegráfico que detalla y que concluye con su despido indirecto.

Viene a reclamar las indemnizaciones correspondientes por despido incausado, salarios adeudados, multas e incrementos previstos en la legislación laboral.

La demandada responde a fs. 67/76 vta.; desconoce los extremos invocados, relata su versión de los hechos, consigna en pago y pide en definitiva, el rechazo del reclamo.

La sentencia de primera instancia, luego de un minucioso análisis de los elementos fácticos y jurídicos de la causa, decide en sentido desfavorable a las pretensiones del actor.

El recurso a tratar llega interpuesto por la parte actora (fs. 609/611). También hay apelación de la demandada que cuestiona todos los honorarios regulados (f. 606, pto. III) y del Sr. perito contador quien considera reducidos los propios (f. 600).

II. En líneas generales la apelante sostiene que en el fallo no se han analizado correctamente los elementos de juicio aportados a la causa, pero a mi juicio el escrito de recurso no aporta datos ni argumentos que resulten hábiles para revertirlo.

En efecto, en el caso la demandada suspendió al Sr. Bustamante por razones de fuerza mayor no imputables al empleador (suspensión de las exportaciones de carne vacuna en la industria frigorífica por Res. 114 del Ministerio de Economía y Producción) por el término de 90 días, debiendo reintegrarse aquél a sus tareas el día 14/6/06. (v. f. 5).

Cabe tener en cuenta que la suspensión por falta o disminución de trabajo, para resultar justificada, además de cumplir los requisitos del art. 218 de la L.C.T. (justa causa, notificación por escrito y plazo cierto) debe obedecer a causas externas, graves y ajenas al giro y previsión empresarial. Es decir, constituir impedimentos insuperables; cuya demostración incumbe al empleador. A su turno, el art. 221 establece que las suspensiones por fuerza mayor –debidamente comprobada– podrá extenderse hasta determinado plazo máximo; pudiendo el trabajador colocarse en situación de despido si la suspensión excede de aquél (art. 222).

Y bien, tal como lo señala el “a quo”, en el presente caso se ha demostrado la justa causa de la suspensión. Esto es que la prueba informativa producida da cuenta de que con fecha 8/3/06 se suspendió por el término de ochenta días las exportaciones de consumo de carne vacuna (fs. 141/143); y de que mientras duraba el intercambio telegráfico entre las partes, la demandada se acogió a un acuerdo con el gremio denominado “Programa de asistencia al empleo de los trabajadores que se desempeñan en las unidades productivas de la industria de la carne y sus derivados (fs. 209/506) habiendo el Sr. Bustamante percibido el subsidio por días de suspensión por sumas superiores al salario que percibía mensualmente (v. f. 557).

Es decir que la demandada tomó todas las medidas para paliar las consecuencias de la medida dispuesta. Si bien el plazo de la suspensión excedía lo dispuesto en la L.C.T. la misma tuvo justa causa, el actor percibió por los días de suspensión el subsidio antes indicado, de modo que decisión de disolver el vínculo, sin siquiera una previa intimación se evidenció contraria al deber de preservación del mismo (diferente a la que demostró la demandada) lo que tornó ilegítimo el despido dispuesto.- 

En tales condiciones, y dado que la apelante no señala ningún otro elemento de juicio que resulte eficaz para revertir el fallo, propongo sin más su confirmación en este substancial punto, lo que conduce también a sugerir la confirmación del mismo en cuanto rechaza los rubros del art. 2 de la Ley 25.323 y art. 16 Ley 25.561.

III. La parte actora también cuestiona la cuantificación de los rubros que han sido objeto de condena, mas a mi juicio este agravio resulta desierto por incompleto. La apelante se limita a consignar “montos” que considera correctos para realizar la liquidación, pero no indica sobre qué base o datos lo sostiene, de modo que su queja resulta insuficiente para desvirtuar el análisis realizado en el fallo sobre el informe pericial contable.

En tales condiciones el agravio resulta inidóneo para el fin que persigue (art. 116 de la Ley 18.345).

IV. La parte demandada se agravia de que en la primera instancia se la haya condenado, no sólo a confeccionar el “certificado de trabajo” sino también a pagarle al actor la indemnización prevista en el art. 80 de la L.C.T.

No encuentro razones para apartarme de lo resuelto.

En efecto, más allá de las vicisitudes que describe la apelante acerca de las veces que puso a disposición los certificados objeto de reclamo, lo cierto es que, como lo señala el “a quo”, los certificados –que han sido agregados al expediente– sólo contienen la certificación de servicios y remuneraciones, no así el “certificado de trabajo”; de modo que no cumplió acabadamente lo dispuesto en la norma.

V. El régimen de costas dispuesto en la primera instancia me parece adecuado a derecho, en tanto ha existido vencimiento parcial y recíproco de las partes en proporciones que así lo justifican (art. 71 del Código Procesal).

Los honorarios regulados en favor de los profesionales me parecen equitativos sobre la base del mérito de los trabajos cumplidos, por lo que propongo su confirmación (art. 38 de la Ley 18.345 y demás normas arancelarias).

VI. De compartirse mi tesitura, propicio que las costas de alzada se declaren en el orden causado (art. 68, pte. II del Código Procesal) y se regulen honorarios a la representación letrada de la actora y de la demandada en el veinticinco por ciento (25%), para cada una de ellas, de los determinados para la primera instancia (art. 14 del arancel de abogados y procuradores).

El Dr. Néstor Miguel Rodriguez Brunengo dijo:

Por compartir sus fundamentos adhiero al voto que antecede.

El Dr. Juan Cerlos Eugenio Morando: No vota (art. 125 de la Ley 18.345)

A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo el Tribunal 

RESUELVE: 

1. Confirmar el fallo en todo cuanto ha sido materia de agravios. 

2. Confirmar los honorarios regulados. 

3. Declarar las costas de alzada en el orden causado.

4. Regular honorarios a la representación letrada de la actora y de la demandada en el veinticinco por ciento (25%), para cada una de ellas, de los determinados para la primera instancia .

5. Se hace saber al obligado al pago del honorario de abogados y procuradores que, en caso de corresponder, deberá adicionar al monto de la regulación el de la contribución prevista en el inc. 2 del art. 62 de la Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Se hace saber también que el obligado a afrontar las costas del juicio deberá adicionar en ocasión de abonar la tasa de justicia, la contribución prevista en el inc. 3 del citado art. 62, todo bajo apercibimiento de comunicar la situación a CASSABA (art. 80 Ley 1.181 de la ciudad autónoma de Buenos Aires y pto. II AA. C.S.J.N. 6/05).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

